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SALA PRIMERA

Seccidn Segunda

EXCMOS. SENORES:

Don Francisco Rubio Llorente
Don Antonio Truyol Serra

Don Miguel Rodriguez-Pifiero

y Bravo-Ferrer.

La Seccién ha examinado el recurso de amparo promo-

vido por don Manuel Juan Burillo Solé.

I.- ANTECEDENTES

Primero.-El dia 22 de julio de 1988 tuvo entrada en
el Registro General de este Tribunal escrito, presentado

ante el Juzgado de guardia el dfia 20 anterior, en virtud del

cual el Proéurador de 1los Tribunales don Luciano Rosch

0 0242757

Recurso num. 1334/88

ASUNTO: Amparo promovido por
don Manuel Juan Burillo Sole.

SOBRE: Sentencias del Juzgado

de Instruccidén n? 16 de Barce-
lona, condenatoria por delito

de cohecho, y de la Seccidn 12
de la Audiencia Provincial, re-
solutoria del recurso de apela-
ciédn.
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Nadal, actuando en nombre y representacién de don Manuel
Juan Burillo Solé, interpuso recurso de amparo contra la
sentencia dictada el dfa 28 de abril de 1988 por el Juzgado
de Instruccién nim. 16 de los de Barcelona, en enjuiciamien-
to oral conforme a lo dispuesto en la Ley Orgénica 10/1980,
de 11 de noviembre, y contra la sentencia, dictada en apela-
cién por la Seccién Primera de la Audiencia Provincial de

Barcelona, el dfia 27 de junio del mismo afio.

Segundo.- La demanda se fundamenta en los si-

guientes antecedentes facticos:

a) Con fecha 28 de abril de 1988 el Juzgado de Instruccién
nimero 16 de >los de Barcelona dicté la sentencia nlmero
133/88-C, en el procedimiento monitorio 167/86-C, por la
que, entre otros, se condené al demandante de amparo don Ma-
nuel Burillo Solé, como autor de un delito de cohecho sin la
concurrencia de circunstancias modificativas de la responsa-
bilidad criminal, a la pena de "multa de 100.000 Ptas. o
tres meses de arresto sustitutorio por impago, y dos afios de

suspensién”, amén de al pago de costas.

Tal pronunciamiento condenatorio se formuld en base
a los siguientes hechos probados, en 1lo que al hoy

accionante se refiere:

en el aflo 1980, José Montes Gémez, hoy fallecido, ase-

sor fiscal de la entidad Rumasa, entré en contacto en esta
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ciudad con Manuel Juan Burillo Solé, mayor de edad, sin an-
tecedentes penales, funcionario del Ministerio de Hacienda,
con la categoria de Jefe de Seccién... En fecha 25 de abril
de 1980 procedieron en la oficina principal del Banco
Condal a la apertura de la cuenta corriente n2 1653100-8 de
la que aparecen, como titular José Ribas Gémez y como firma
autorizada Manuel Burillo Solé, proveyendo de fondos a
dicha cuenta, hasta el aflo 1983, diferentes entidades
pertenecientes, mayoritariamente a Rumasa y con fondos de
dicha cuenta se abonaron a Manuel Juan Burillo Solé los ta-
lones n? 3399085 de 40.000 ptas.; 3399086 de 100.000 ptas.;
3399088 de 300.000 ptas. y el n® 3399084 de 205.000 ptas.
Todas estas cantidades fueron abonadas en compensacién del
asunto de Rumasa ante la Delegacién de Hacienda de esta

Ciudad..."

b) Apelada la anterior resolucién judicial por 1la
representacién procesal del Sr. Burillo Solé, la Seccién
Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona, en 27 de
junio de 1988, dicté sentencia en virtud de la cual, deses-
timado el recurso y confirmando la de instancia, condené a
aquél a "las penas de DOS ANOS DE SUSPENSION como funciona-
rio de la Delegacién del Ministerio de Hacienda de Barcelona
u otro similar y a la de CIEN MIL PESETAS de multa con 50
dias de arresto sustitutorio y-al pago de las costas. De-
biendo hacer entrega de la suma de tres millones de pesetas

para su ingreso en el Tesoro".
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Tercero. La fundamentacién en Derecho de la demanda

de amparo es la siguiente:

a) En relacién con la sentencia del Juzgado de Instruccién.

1. Aduce la representacién del actor que "la Sentencia no
concreta hechos probados, se limita a decir que "todas estas
cantidades fueron abonadas en compensacién por el trato de
favor en la tramitacién del asunto de RUMASA ante la Delega-
cién de Hacienda de esta ciudad, trato de favor dispensado
de diversas formas por los acusados" (hechos probados)", lo
que , a su juicio, implica que su representado haya sido
condenado sin pruébas, con violacién del derecho a la pre-

suncién de inocencia (art. 24.2 de la Constitucién).

2. La Gnica prueba, arglye, con la que se construye y argu-
menta la tesis condenatoria es la declaracién del Sr. Rivas
Gémez prestada en la fase de instruccién de la causa, sin
que la misma fuera practicada posteriormente en el juicio
oral, por lo que, de acuerdo, con la doctrina sentada por
este Tribunal en su Sentencia 64/1986 y precedentes, a tal
declaracién no puede dérsele valor probatorio alguno, y, por
consiguiente, la actitud del 6rgano judicial otorgéndoselo
supone, una vez mis, segun su criterio, una conculcacién de

su derecho a la presuncién de inocencia (art. 24.2 de 1la

Constitucién).
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3. De otro lado, afirma que ha sido condenado por un Juez
que a la vez ha sido el instructor de la causa, "lo cual
pugna abiertamente con el principio a un juicio justo que
proclama el art. 24 de la Constitucién Espafiocla y las
declaraciones internacionales suscritas por Espaﬁa‘sobre la

materia”.

4. Finalmente -se afiade- la declaracién del Sr. Rivas Gémez
es de 22 de febrero de 1984, para un procedimiento oral,
monitorio, se ha tardado m&s de cuatro afios en celebrar el
juicio, luego se ha faltado al principio del proceso sin di-
laciones indebidas (art. 24.2 de la Constitucién), ademé&s de
que, al no haber sido él1 informado de las imputaciones que
en su declaracién pudo hacerle aquél hasta afios después de
Su muerte, no pudo usar de su derecho a la defensa (art.

24.2 de la Constitucién).

b) En relacién con la sentencia de la Audiencia Provincial.

El demandante de amparo afirma que al imponerse por esta
sentencia, con ocasién de resolver el recurso de apelacién,
ademés de las pPenas impuestas por el érgano a_quo, el cémiso
de 1las d&divas, incurre en reformatio in peius con

vulneracién del derecho consagrado en el art. 24 de la Cons-

titucién.

Cuarto. Por providencia de 19 de diciembre de 1988,

la Seccién acorddé poner de manifiesto a las partes, con
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cediéndoles el plazo comin de diez dfas a fin de que
alegaren lo que tuvieren por conveniente y la posible concu-
rrencia de las siguientes causas de inadmisién, de las reco-
gidas en el correspondiente Titulo de la Ley Orgénica de

este Tribunal:

a) La del art. 50.1.a), en relacién con el 44.1.c), por no
aparecer que se haya invocado en el previo proceso judicial,

el derecho constitucional que se alega como vulnerado.

b) La del art. 50.1.c), en la redaccién dada por la Ley Or-
génica 6/1988, de 9 de junio por carecer la demanda mani-
fiestamente de contenido que justifique una decisién sobre

el fondo de la misma por parte del Tribunal Constitucional.

Quinto. Por escrito presentado el dia 4 de enero de 1989,el
demandante de amparo volvié a reiterar que, a su juicio, 1la
sentencia condenatoria del Juzgado de Instruccién fue dicta-
da sin prueba alguna vélidamente constituida y sin la es-
tricta observancia de las leyes de procedimiento que una
condena requiere. Ello obliga al Tribunal Constitucional a
pronunciarse sobre el fondo, si se tiene en cuenta la moder-
na tendencia del Derecho a huir del formulismo estricto para
tratar de alcanzar cada vez mayores cotas de justicia. As{,
al menos, lo viene entendiendo el Tribunal Europeo de los

Derechos Humanos.
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En cuanto a la posible falta de invocacién del derecho
constitucional que considera vulnerado, el recurrente afirma
que en el escrito del recurso de reforma, primero de los
formulados por su parte en el proceso judicial, est&n con-
signadas la queja y la invocacién en el cuerpo del escrito,
Y ademds en el propio escrito se suplicé: "... tenga asimis-
mo por denunciada formalmente la conculcacién de sus dere-
chos constitucionales al privarle del ejercicio de su dere-
cho de defensa en el momento de tomarle declaracién, derecho
recogido en el articulo 24 de la Constitucién Espafiola, a
los efectos prevenidos en el articulo 44 de la Ley Orgéanica
del Tribunal Constitucional como presupuesto de
procedibilidad para ejercitar la correspondiente de tutela

en Recurso de Amparo que esta parte promovera".

Sexto. El Fiscal ante el Tribunal Constitucional, por es-
crito que tuvo su entrada el dfa 12 de enero del presente
afio, formuldé las correspondientes alegaciones en las que se

seflala, en sintesis:

12). Las diversas vulneraciones constitucionales denun-
ciadas en la demanda de amparo son predicables de la senten-
cia dictada por el Juzgado de Instruccién numero 16 de 1los
de Barcelona. Por ello la inroacién de aquéllas debié ha-
cerse por el demandante en el recurso de apelacién inter-
puesto contra la citada sentencia de instancia, a fin de dar

ocasién a que la Audiencia Provincial las debatiera y
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resolviera. Como quiera que tal recurso de apelacién no ha
sido aportado por el demandante, cuando es a él a quien co-
rresponde tal probanza, debe entenderse que concurre en la
demanda la causa de inadmisién prevenida en el art. 50.l1.a)
en relacién con el 44.1.c), ambos de la Ley Ofgénica del

Tribunal Constitucional.

22) . Dos son las imputaciones que el demandante hace a la
sentencia del Juzgado de Instruccién nimero 16 de los de
Barcelona, a saber: haberle condenado con fundamento en la
declaracién sumarial incriminatoria realizada por el Sr.
Ribas Gémez en sede judicial ratificando la practicada ante
la Policia, prueba que no pudo ser practicada en el juicio
oral debido al fallecimiento de aquél, y en el reconocimien-
to que el propio condenado hizo de la percepcidén de ciertas
cantidades sin justificar su causa. Para el Ministerio PG-
blico, aunque esta segunda causa pudiera resultar dudosa y
fronteriza en el derecho a no confesarse culpable, la prime-
ra podria justificar la condena del acusado, si la declara-
cién Jjudicial del Sr. Burillo pudo ser objeto de debate y

contradiccién en las sesiones de la vista oral.

32)De la documentacién aportada no se desprende que la di-
lacién en la tramitacién de la causa fuera sé6lo imputable a
los 6rganos judiciales, tal como viene exigiendo el Tribunal

Constitucional.
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, TRIBUNAL 42). Sin la aportacién del expediente completo no es posi-
CONSTITUCIONAL
ble pronunciarse sobre si el demandante no fue informado de
las imputaciones que le hizo el Sr. Ribas hasta dos arfios
después de producirse las mismas. En todo caso el Sr.
Burillo pudo y debié rebatir la declaracién del Sr.Ribas en
el acto de la vista, habiendése limitado, sin embargo, a in-

teresar del Juzgado que no se tuvieran en cuenta la declara-

cién de aquél.

5¢). Finalmente, dice el Ministerio Fiscal, que aunque de
pasada se alega una supuesta incongruencia, Yya que segin el
demandante la sentencia dictada en apelacién por la Audien-
cia Provincial no resolvié los temas propuestos en su recur-
so, dicha alegacién no puede ser tenida en consideracién
dado que no se aportado el recurso, no pudiéndose establecer

comparacién alguna entre el petitum y el fallo.

Por todo lo anterior, el Ministerio Fiscal solicita que, de
conformidad con el art. 86.1 de su Ley Orgénica, este Tri-
bunal dicte Auto acordando la inadmisién de la demanda de
amparo por concurrir las causas de inadmisién anteriormente

indicadas.

UNE A-4

Papel de Oficio
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II.- [FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-Examinadas las alegaciones del Ministerio Fiscal Yy
del demandante expuestas en este trdmite, ha quedado ra-
tificada nuestra inicial apreciacién puesta de manifiesto a
las partes por medio de la providencia de 19 de diciembre de
1988, esto es, la concurrencia en el presente recurso de am-
paro de las causas de inadmisién previstas en las letras
"a)", en relacién con el articulo 44.l1.c), y "c)" del arti-

culo 50.1 de la Ley Orgénica de este Tribunal.

Sequndo.- El demandante de amparo no ha acreditado que, en
cumplimiento de lo dispuesto en el articulo 44.l.c) de 1la
Ley Organica del Tribunal Constitucional, haya invocado for-
malmente, con ocasién del recurso de apelacién que interpuso
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Instruccién
nimero 16 de los de Barcelona el difa 28 de abril de 1988, el

derecho constitucional que, a su juicio, ha sido vulnerado

por ésta.

No obstante ello, é1 afirma que si dié satisfaccién a 1la
exigencia que deriva del mencionado precepto, pues hizo 1la
invocacién en el escrito de interposicién de un recurso de
reforma que dedujo durante la instruccién de la causa, pri-
mero de los recursos que formulé en el proceso judicial. Tal

invocacién, de haberse producido, no puede tener ninguna
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operatividad a los efectos que ahora nos ocupan, pues si se-
gin sus proplas alegaciones es la sentencia definitiva dic-
tada por el Juez de Instruccién la que ha incidido en
vulneracién del articulo 24 de la Constitucién, no alcanza
este Tribunal a entender cémo pudo Hacerse la invocacién de
este precepto constitucional antes de producirse la lesién
que del mismo dice haberse causado. Lo que esta fuera de
toda duda -al menos asi no lo ha acreditado el recurrente,
como le incumbia- es que ni en el escrito de interposicién
del recurso de apelacién, ni en el acto de la vista de éste,
hizo invocacién alguna, impidiendo que la Audiencia Provin-
cial debatiera y resolviera la cuestién, y, en su caso, en-
mendara la presunta vulneracién restableciendo al recurrente
en la integridad del derecho fundamental conculcado. En
consecuencia, en lo que se refiere a las imputaciones diri-
gidas contra la sentencia dictada por el Juzgado de Instruc-
cién namero 16 de los de Barcelona, el presente recurso de
amparo es 1inadmisible por estar incurso en la causa de
inadmisién prevista en el artficulo 50.1.a) de la tan citada

Ley Orgénica.

Por lo demd&s, la exigencia que deriva del articulo 44.l.c),

ya mencionado, no es un obstdculo formalista ni una injusti-

£ ficada limitacién del principio pro actione, como da a en-
é tender el actor en su escrito de alegaciones, sino la exi-
E gencia ineludible del principio de subsidiariedad que rige

el proceso de amparo y busca la colaboracién de los Tribuna-

les ordinarios en la tutela de los derechos fundamentales,
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concediendo a los Tribunales superiores la posibilidad de
subsanar las lesiones constitucionales que hayan podido co-
meter 1los Jueces inferiores, cumpliendo asf su misién
principal y dejando al Tribunal Constitucional el realizar

la suya, siempre de caricter subsidiario.

Tercergo .- La pretensién que se quiere hacer valer en la
demanda frente a la sentencia de la Seccién Primera de la
Audiencia Provincial de Barcelona, de 27 de junio de 1988,
resolutoria del recurso de apelacién, carece
"manifiestamente de contenido que justifique una decisién
sobre el fondo de la misma por parte del Tribunal Constitu-

cional" (art. 50.1l.c de la LOTC).

Centra el demandante su argumentacién en que, al imponer la
Audiencia Provincial, resolviendo la apelacién interpuesta
por él1 y otros condénados por la sentencia del Juzgado de
Instruccién, el comiso de las d&divas recibidas en aplica-
cién del articulo 393 del C6digo Penal (pronunciamiento no
incluido en la parte dispositiva de la sentencia apelada) ha

incurrido en reformatio in peius, agravando la pena Y

conculcando su derecho ex articulo 24 de la Constitucién.

Para poner de manifiesto la carencia de contenido cons-
titucional de 1la pretensién deducida conviene hacer unas
breves consideraciones sobre la figura de la reformatio in
peius y la medida prescrita en el articulo 393 del texto pu-
nitivo:
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a) La figura llamada de la reforma peyorativa (reformatio
in peius).,como ha tenido ocasién de afirmar este Tribunal,
entre otras, en sentencia 83/1985 (F.J. 12), consiste en 1la
situacién que se produce cuando la condicién jurfidica de un
recurrente resulta empeorada a consecuencia exclusiva de su
recurso, figura cuya interdiccién es un principio general
del Derecho Procesal fundamentado en el brocardo tantum

lu 1 ; esto es, cuando una resolucién
judicial es recurrida, el 6rgano superior tiene limitados
sus poderes al é&mbito del debate suscitado por los
impugnantes mediante sus pretensiones, por ello, el recu-
rrente que articula su impugnacién en demanda de anulacién
0, al menos, de minoracién de las consecuencias jurfidicas
para €1l perjudiciales que se derivan de la resoluciédn judi-
cial que combate, no puede ver empeorada su condicién juri-

dica a consecuencia exclusiva de esa impugnacién.

b) El articulo 393 del Cédigo Penal, sistematicamente si-
tuado en el Capfitulo IX del Titulo VIII del Libro II, capi-
tulo que tipifica en sus distintas modalidades el delito de
cohecho, dispone que "en todo caso, las dadivas o presentes
serdn decomisados". Esta disposicién no es mas que una es-
pecificacién para el delito de cohecho de la disposicién ge-
neral contenida en el articulo 48 del propio Cédigo, el cual
breceptla que "toda pena que se impusiere por un delito lle-
vard consigo la pérdida de los efectos que de él1 provinieren

Y de los instrumentos con que se hubiere efectuado". En
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consecuencia, el primer articulo citado lo que establece es
una pena de comiso de las d&divas para quienes fueren conde-
nados como autores de un delito de cohecho, pena que tiene
el carédcter de accesoria de conformidad con el art. 27 in
fine del cédigo Penal, y cuya imposicién lo es ministerio

legis (art. 72, en relacién con el 27, ambos del C.P.).

Teniendo presente las anteriores ideas es obvio que la sen-
tencia dictada por la Seccién Primera de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona no ha incurrido en reforma peyorativa
Y., en consecuencia, como se ha apuntado, la pretensién dedu-
cida por el actor carece de contenido constitucional. En
efecto, no se ha producido una agravacién de la condicién
juridica del recurrente imputable a la sentencia dictada por
el Tribunal ad _guem, que sea consecuencia exclusiva de 1la
impugnacién por é1 articulada contra la sentencia del Juzga-
do de Instruccién, pues tratdndose de la medida de comiso
contenida en el citado articulo 393 del Cédigo Penal de una
consecuencia legal de car&cter accesorio y necesario deriva-
da de la imposicién de la pena principal (en este caso la
pbrevista en el articulo 390), como ha afirmado este Tribunal
en su Auto 442/1986, el derecho de defensa quedd salvaguar-
dado porque el encausado conocié el delito en virtud del
cual le acusaba el Ministerio Fiscal y la pena que contra &l
solicité; de cuyas acusacién y peticiédn de pena, reiteramos,
derivaba por ministerio de la Ley, de manera ineludible y

necesaria, la aplicacién de la pena accesoria de comiso.
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Por ello debe entenderse la decisién de la Audiencia Provin-
cial como una determinacién expresa de la pena accesoria que
venia ya implicita en la acusacién formulada en 1la primera
instancia por el Ministerio Fiscal Y en la condena impuesta

por el Juzgado de Instruccién.

Por todo lo anterior la Seccién acuerda la inadmisién del
recurso de amparo interpuesto por don Manuel Burillo Solé,

procediéndose al archivo de las actuaciones.

Madrid, veintitres de febrero de mil novecientos -

ochenta y nueve.




